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«[…] esta Corte ha precisado que en aras de garantizar la prevalencia de los
derechos de los menores de edad, la competencia para conocer del
juzgamiento en el delito de inasistencia alimentaria, se fija por el lugar de
domicilio de la víctima menor de edad (Autos de 23 de febrero de 2005y 4
de abril de 2006, radicados 23255 y 25275), regla que se extiende a la fase
preliminar.

En este orden, en los procesos por inasistencia alimentaria cometidos contra
menores de edad, la competencia para adelantar las audiencias preliminares
radica en el Juez Penal Municipal o Promiscuo Municipal con Función de
Control de Garantías del lugar donde residen las víctimas.

En el presente asunto, las víctimas tienen su domicilio en zona rural del
Municipio de Zapatoca, por lo que el competente para llevar a cabo la
audiencia de formulación de imputación es el Juzgado Promiscuo Municipal
con Función de Control de Garantías de esa ciudad, a donde el expediente
será remitido en forma inmediata para los fines pertinentes.

Esta determinación será comunicada al Juez Tercero Promiscuo Municipal
con Función de Control de Garantías de Socorro, a quien se le requiere para
que en lo sucesivo, cuando el indiciado asista a la audiencia de formulación
de imputación en esa sede judicial, se abstenga de plantear su
incompetencia, en virtud del principio de celeridad que debe observar en su
labor, ya que esta Corporación ha dicho que “en el evento que un funcionario
conozca como juez de garantías de asunto que no esté vinculado al ámbito
de su sede territorial y las partes no muestren inconformidad frente a ese
aspecto, tal situación no comporta una irregularidad que determine la
nulidad de la actuación” (CSJ auto de 27 de marzo de 2014,
radicado43374)».
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«El inciso primero del artículo 39 de la Ley 906 de 2004, modificado por el
48 de la Ley 1453 de 2011, dispone que “la función de control de garantías
será ejercida por cualquier juez penal municipal”, premisa normativa que
ha sido interpretada por esta corporación en los siguientes términos (CSJ
AP, 26 oct. 2011, Rad. 37.689, reiterada en CSJ AP 2636, 20 may. 2015,
rad. 45.747, entre otras):

“(…) la norma estableció una competencia nacional para los jueces de
control de garantías, de forma que cualquiera de ellos está facultado para
ejercer dichas funciones, independientemente del lugar donde ocurran los
hechos. Tal entendimiento lo confirma la exposición de motivos que sirvió
de base a la presentación del proyecto que culminó con la expedición de la
Ley 1453 de 2011. En efecto, en punto a las reformas promovidas para el
procedimiento penal, se señaló allí lo siguiente:

“… Se eliminan las reglas de competencia en relación con los jueces de
control de garantías que muchas veces crea caos y confusiones
injustificadas, lo cual reduce obstáculos y permite utilizar jueces de
ejecución de penas de reacción inmediata (sic) para operar en cualquier
parte del país” (subraya la Sala) (sic).

Lo anterior significa que en este momento resulta inaplicable, por
derogatoria tácita, la segunda parte del artículo 54 de la Ley 906 de 2004,
en cuanto la misma autorizaba adelantar el trámite de definición de
competencia en los casos del artículo 286 ibídem, es decir, cuando se tratara
de la audiencia de imputación.”

Así mismo, esta Corporación ha establecido que dicha norma no faculta a
la Fiscalía para escoger libremente al juez de Control de Garantías, pues en
todo caso, debe existir un motivo razonable que justifique acudir ante un
funcionario distinto al del sitio donde ocurrió el hecho. Sobre el particular
ha señalado la Sala (CSJ AP, 26 oct. 2011, rad. 37.674, replicado en CSJ
AP 3273, 10 jun. 2015, rad. 46.125.):



“No obstante lo anterior, la Corte debe precisar que tal modificación
normativa no puede llevar al despropósito de que la escogencia del juez de
control de garantías sea un acto arbitrario o caprichoso de las partes e
intervinientes, alejado de todo criterio razonable, pues ello implicaría
autorizar la libre elección del juez, lo que comprometería la objetividad de la
Fiscalía y podría generar también afectación del derecho a la defensa,
cuando se acuda a un juez de garantías muy alejado o de difícil acceso para
el implicado. (Resaltado fuera de texto).

De tal manera, es menester puntualizar que la función de control de
garantías preferentemente debe ser ejercida por el juez del lugar donde se
cometió la conducta. Sin embargo, ello no obsta para que pueda cumplirla
un funcionario de territorio diferente, siempre que exista alguna
circunstancia especial que aconseje no acudir ante el juez del sitio donde
ocurrió el hecho, como cuando el sujeto haya sido aprehendido en área
distinta, o se encuentre privado de la libertad en establecimiento carcelario
de lugar diferente al de la comisión del acontecer fáctico, o sea en otro
territorio donde deban recopilarse las evidencias físicas o los elementos
materiales probatorios pertinentes al caso.

Lo anterior quiere decir, que si bien es cierto la ley no impone que el control
de garantías tenga que ser siempre realizado por un juez del lugar en el que
ocurrió la conducta punible, de todas formas la intervención de cualquier
funcionario judicial de esa naturaleza, en cada caso concreto, debe obedecer
a la necesidad de proteger las garantías fundamentales de las personas que
pudieran verse comprometidas, merced a la ocurrencia de conductas
delictuales sucedidas en su territorio, o que habiendo ocurrido fuera de él,
han de ser investigadas dentro del ámbito de su jurisdicción, lo que implica
en una u otra forma, que exista una conexión del hecho delictual con su
sede funcional.”

En el caso que ocupa a la Sala, se evidencia la concurrencia de una de
situación excepcional que impulsó a la Fiscalía a comparecer ante un juez
distinto al del lugar en el que acaecieron los hechos o se produjo la captura.

Al respecto, en la audiencia de legalización de la aprehensión del doctor
MHMR, el ente acusador señaló que para el momento de la misma, aquel se
desempeñaba como Fiscal 5° Seccional de Soledad (Atlántico). Además,
indicó que la captura del procesado se produjo en la ciudad de Barranquilla.

Las anteriores circunstancias permiten inferir que el procesado MR, en su
labor como Fiscal, actuaba ante jueces de Soledad y Barranquilla, con las
relaciones laborales y personales que dicha interacción conlleva, por lo que
no es extraño que el órgano acusador, con el fin de evitar posibles
impedimentos de los jueces, que retrasaran el trámite de legalización de



captura, optara por realizar las audiencias preliminares ante un juez
cercano.

[…]

La Sala advierte que la Fiscalía escogió realizar las audiencias preliminares
ante un juez de Control de Garantías de Cartagena, lugar distinto al de los
sucesos (municipio de Soledad) y al de la captura (Barranquilla), no por
capricho, como señala el recurrente, sino con el fin de evitar el vencimiento
de términos por cuenta de posibles declaratorias de impedimento o ante la
alta posibilidad de que el asunto llegara a manos de funcionarios que
estaban siendo investigados penalmente por actos de corrupción, motivos
razonables que justifican la decisión del titular de la acción penal.

Por lo demás, no observa la Sala que dicha situación hubiere afectado
garantías fundamentales del imputado, lo que destina al fracaso la
pretensión».

Juez de Control de Garantías: competencia territorial, se puede ver
afectada por cambio de radicación
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«Tratándose de los funcionarios a quienes compete el control de garantías,
el artículo 39 del Código de Procedimiento Penal, modificado por el 48 de la
Ley 1453 del 2011, determinó que la función debe ser ejercida por cualquier
juez penal municipal, de lo cual se colige que, al parecer, el legislador
pretendió eliminar el territorio como factor para dirimir el asunto.

Sucede, no obstante, que el parágrafo 2º de la disposición hace alusión a
reglas administrativas cuando en el lugar en donde se cometió el hecho
existan varios jueces de esa categoría, de donde deriva que el factor
territorial sí debe ser considerado, entre otras razones, para evitar trámites



que puedan llevar al caos y la anarquía en tanto cualquier interviniente
podría acudir al juez municipal de las regiones más apartadas. Por tanto,
para acudir a un juez de garantías de una región diversa a la de ocurrencia
del delito, deben cumplirse determinados lineamientos. Así lo ha dicho la
Corte (auto del 21 de agosto de 2013, radicado 42.050):

“Dicha norma fue interpretada por la Sala en auto del 26 de octubre de
2011, dentro del radicado 37.674, en el sentido de que no obstante la
amplitud de dicha disposición, la selección de un juez de control de
garantías de un lugar diferente al de ocurrencia del ilícito, debe estar
justificada en alguna causa razonable que descarte el capricho o la
arbitrariedad de las partes, como por ejemplo, el sitio de la captura, el lugar
de reclusión o aquel en el que deban recopilarse evidencias físicas o
elementos materiales probatorios.

Lo anterior no significa que se haya prescindido del factor territorial para la
selección del Juez de Control de Garantías, sólo que se autoriza tener en
cuenta otros factores diferentes. Para mayor claridad se cita lo que en su
oportunidad dijo la Corte sobre el particular:

“De tal manera, es menester puntualizar que la función de control de
garantías preferentemente debe ser ejercida por el juez del lugar donde se
cometió la conducta. Sin embargo, ello no obsta para que pueda cumplirla
un funcionario de territorio diferente, siempre que exista alguna
circunstancia especial que aconseje no acudir ante el juez del sitio donde
ocurrió el hecho, como cuando el sujeto haya sido aprehendido en área
distinta, o se encuentre privado de la libertad en establecimiento carcelario
de lugar diferente al de la comisión del acontecer fáctico, o sea en otro
territorio donde deban recopilarse las evidencias físicas o los elementos
materiales probatorios pertinentes al caso…

En este orden de ideas, resulta inadmisible que se susciten conflictos de
competencia entre jueces de control de garantías por el factor territorial,
cuando quiera que esté acreditada alguna circunstancia especial que
amerite la intervención de un funcionario con sede en lugar distinto al de la
ocurrencia del hecho”.

El anterior criterio, resulta útil para concluir que en este caso, no puede
imponerse que la función de control de garantías tenga que ser
necesariamente ejercida por el juez del lugar de ocurrencia del suceso
delictivo, esto es, el municipio de Palmira - Valle del Cauca, pues es claro
que sobreviene una circunstancia especial y excepcional que fundadamente
implica la intervención de otro juez de la misma naturaleza con jurisdicción
en un sitio diferente, habida cuenta que el indiciado está internado en un
centro hospitalario con sede en la ciudad de Cali, estado que según se extrae



de lo narrado en el proceso, le impide trasladarse a la localidad de Palmira
para que se le formule imputación”.

En el caso hoy analizado la solución debe ser idéntica. En efecto, en la
providencia del 27 de noviembre de 2013 (radicado 42.746), la Corte dispuso
el cambio de la sede del juzgamiento seguido contra (...) , el cual, desde
entonces, se adelanta en los juzgados penales del circuito de Bogotá
(reparto), en tanto en la región donde se cometieron las ilicitudes no estaban
dadas las condiciones para garantizar se dispensara justicia de manera
imparcial.

En esas condiciones, las actuaciones que se postulen en sede de control de
garantías deben tramitarse en el distrito judicial en donde quedó radicado
el juzgamiento, como que aquellos argumentos igual son aplicables para el
juez que deba adoptar cualquier determinación, así sea en función de
garantías, pero, además, porque los eventuales recursos de apelación
interpuestos deben ser resueltos por el juez de conocimiento que, dado el
cambio de radicación decretado, es el de Bogotá. ».


